ACCIÓN DE TUTELA

    RADICACIÓN:   666823104001-2006-00122-01

                                         ACCIONANTE: MARÍA JUDITH ZULUAGA ZULUAGA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, agosto treinta y uno (31) de dos mil seis (2006)
Aprobado por Acta No. 528
Hora: 05:45 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el Gerente de la E.P.S. Seguro Social, contra la sentencia de tutela proferida el veintisiete (27) de Junio de dos mil (2006) por la señora Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con ocasión de la acción interpuesta por la señora MARÍA JUDITH ZULUAGA ZULUAGA.
2.- DEMANDA
En el escrito pertinente, la actora refiere que el día veintiocho (28) de marzo del corriente año se le dio por parte del médico tratante orden para un examen de venas várices, la que fue dejada en el Seguro Social de Dosquebradas donde le dijeron que la llamarían para su práctica, pero a la fecha de interposición de la demanda (junio 09) ello no había acontecido.

Señala que le duelen mucho las piernas, los pies, las manos y el cuerpo en general, por lo que siente que la enfermedad de las venas avanza, razón por la cual requiere que el médico internista la valore, para poder determinar el tratamiento a seguir o la práctica de una cirugía. 

Solicita en consecuencia la protección de sus derechos a la igualdad, a la seguridad social, a la salud y al saneamiento ambiental, para lo cual pide del Juez Constitucional que se disponga que de manera inmediata el Seguro Social le realice el examen de las venas, la haga valorar por el internista y le preste todos los servicios médico-asistenciales necesarios para la recuperación de su salud.
3.- respuesta de la entidad accionada

El Representante del Seguro Social manifestó que la orden para la valoración por el internista ya había sido expedida desde el veinticuatro (24) de abril del corriente año, mediante oficio dirigido a la Dirección del Centro Ambulatorio de Dosquebradas. Señala que su función como E.P.S. fue oportuna, por tanto, queda a cargo de tal Centro, adscrito a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, la obligación de programar la valoración requerida por la actora, para lo cual debe aportar tanto el recurso humano como la disponibilidad necesarios para su práctica, sin que sea excusa la falta de presupuesto, de conformidad con el contrato interadministrativo suscrito entre ambas entidades, por lo cual la E.S.E. mencionada recibe oportunamente los pagos.

Solicita que se requiera a la Dirección de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino para que explique las razones por las cuales no ha programado la valoración, aunque advierte que nuevamente solicitó mediante el oficio pertinente, la programación urgente y prioritaria de la paciente.
4- FALLO
La señora Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) , en su rol de Juez Constitucional, luego de analizar el contenido de la demanda y la contestación suministrada por el Seguro Social, coligió que la accionante precisaba de dos atenciones diferentes, consistentes en la práctica del examen de venas y la valoración por parte del internista. Sin embargo, la entidad accionada sólo hizo alusión a la programación de la consulta con el galeno para el veintiocho (28) de junio, sin que nada se dijera sobre lo relacionado con el examen de venas que igualmente requiere la actora. De tal situación, se desprendía entonces que la totalidad de las pretensiones no habían sido cumplidas.  
En ese orden de ideas, se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Constitucional relacionada con la protección del derecho a la salud, para ordenar que en un término perentorio de cuarenta y ocho (48) horas se dispusiera la autorización y posterior realización del examen ordenado a la paciente. 
5.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Seguro Social, solicita en el escrito mediante el cual sustenta su disenso con el fallo proferido, que se vincule al trámite a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, mediante la orden para la programación y práctica del examen que le fue debida y oportunamente solicitada por la E.P.S. Seguro Social desde el veinticuatro (24) de abril próximo pasado. En consecuencia, que se desvincule a la citada E.P.S. ya que cumplió con su función de autorizar el referido medio de diagnóstico, pero no son quienes programan o practican la cirugía -sic-.
Agrega que la E.S.E mencionada está obligada a cumplir y respetar las prerrogativas fundamentales de las personas que tienen derecho a la salud, sin que entienda las razones por las cuales nunca es vinculada tal entidad. Censura el hecho de no requerirse a la E.S.E. RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO para que cumpla con su deber de programar y practicar las cirugías que le son pedidas, a pesar de las solicitudes y explicaciones del Seguro Social. No comprende la razón por la cual a la E.P.S. Seguro Social le corren traslado de las acciones de tutela presentadas por los pacientes, cuando no se le da ninguna importancia a lo que tal entidad contesta.
6.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el representante de la entidad accionada contra el fallo proferido por la señora Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Debe decirse, que la insistencia de parte del Seguro Social en cuanto se le desligue de los trámites de tutela interpuestos por sus usuarios, para que en su defecto, se vincule a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, no es tema nuevo para esta Sala, que en ocasiones anteriores fijó su criterio al respecto, por ejemplo, cuando con ponencia de quien igual función ahora asume, se explicó:

Contrario a lo manifestado durante todo el trámite por quienes representan a la E.P.S. Seguro Social, el compromiso que una de tales entidades adquiere es sumamente importante, toda vez que debe responderle tanto al Estado Colombiano como a los directos destinatarios de la atención de las necesidades de salud, cuya atención le ha sido encomendada por aquél precisamente como vehículo para la  satisfacción de las obligaciones estatales que motivaron la creación del Sistema General de Seguridad Social de nuestro país, del cual el Seguro Social innegablemente hace parte.

En ese entendido, es indiscutible que la función delegada en el Seguro Social necesariamente debe ir más allá de la simple autorización para la entrega de medicamentos o la realización de los procedimientos terapéuticos que sus afiliados requieren, toda vez que está en la obligación de remover las amenazas que sobre la salubridad de sus beneficiarios sean detectadas, incluso, debe desarrollar programas de índole preventivo en aras de satisfacer los fines para los cuales fue creado, ni más ni menos que velar por la conservación de las condiciones de salud de quienes la han elegido como su entidad prestadora de salud.

En esas condiciones, no es apropiado que solamente con enviar los pacientes a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino se considere agotada la intervención de la E.P.S. del Seguro Social, cuando es evidente que no puede dejar a sus usuarios abandonados a la suerte que puedan correr en tal centro asistencial y, además,  es de la esencia de sus funciones que les brinde acompañamiento permanente y esté al tanto de la forma como son atendidos, porque de una u otra manera la responsabilidad sobre la calidad, idoneidad y oportunidad de los servicios prestados a sus afiliados, para todos los efectos, sigue estando en manos de quienes representan al Seguro Social.

Nótese que el vínculo que une a la E.P.S. Seguro Social con la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino es uno de índole contractual entre tales instituciones, que impone obligaciones correlativas, tal como se afirmó al pronunciarse sobre la demanda impetrada, consistentes en la prestación de unos servicios y el correspondiente pago por parte del Seguro Social. Empero, la existencia de tal contrato, no puede ser tenida como argumento para que la E.P.S. se margine de sus funciones como Entidad Prestadora de Salud, razón de ser de su existencia y continuidad como institución de derecho público.

Aunado a lo anterior, se tiene que es la misma Ley 100 de 2003, la que exige que las E.P.S. garanticen de un lado la calidad e idoneidad de los servicios ofrecidos a sus usuarios y, de otro, evalúen la forma como las instituciones con las que contratan atienden a sus afiliados; no otro entendimiento se le puede dar a lo allí regulado, cuando expresa:

ARTICULO 180. Requisitos de las Entidades Promotoras de Salud.   La Superintendencia Nacional de Salud autorizará como Entidades Promotoras de Salud a entidades de naturaleza pública, privada o mixta, que cumplan con los siguientes requisitos: 

(...)

4. Disponer de una organización administrativa y financiera que permita: 

a) Tener una base de datos que permita mantener información sobre las características socio-económicas y del estado de salud de sus afiliados y sus familias. 

b) Acreditar la capacidad técnica y científica necesaria para el correcto desempeño de sus funciones, y verificar la de las Instituciones y Profesionales prestadores de los servicios. 

c) Evaluar sistemáticamente la calidad de los servicios ofrecidos. (Subrayas de la Sala para destacar)

Así las cosas, no se estima posible que se excluya del cumplimiento del fallo a la E.P.S. estatal, porque como ya se vio, es en este tipo de entidades donde recaen las obligaciones directas sobre el suministro oportuno e idóneo de la atención que precisan quienes la han escogido como la Prestadora de los servicios de salud.

Por lo expuesto, la Sala estima que es perentorio confirmar el fallo  tutela impugnado.
Cuestión final.

Es pertinente recordar el criterio ya definido por la Sala, en el sentido de ser obligación de todos los funcionarios falladores de primera instancia, verificar el cumplimiento de las órdenes dadas por intermedio de este excepcional mecanismo, ya que, por tratarse del amparo a un derecho fundamental, la interposición del recurso no exonera del acatamiento inmediato de lo decidido en el fallo, tal como lo disponen los artículos 27 y 31 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

PRIMERO: Se CONFIRMA el fallo de tutela proferido por la señora Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.). 

SEGUNDO: Se solicita a la señora falladora de primera instancia, que ejerza especial vigilancia sobre el cumplimiento de la sentencia en los términos en que allí se dispuso.

TERCERO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

ALBERTO POVEDA PERDOMO

Magistrado





Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Magistrado





Secretaria 
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